
1. DISPOSICIONES GENERALES
CONSEJO DE GOBIERNO

Decreto 85/2005, de 21 de julio, por el que se regula la
Acción Social para el personal al servicio de la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El cumplimiento de los compromisos asumidos por la

Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria
para mejorar las condiciones sociales del personal a su
servicio, exige como presupuesto el establecimiento de un
marco normativo que, con vocación de permanencia, esté
dotado de la flexibilidad suficiente para atender las nece-
sidades que, en cada momento, se consideren más dig-
nas de protección, así como la atención de otras que pue-
dan surgir en el futuro. En este sentido las actuaciones
futuras a desarrollar deberán partir de un análisis de lo lle-
vado a cabo hasta este momento, y en consecuencia
establecer objetivos y criterios en orden a la planificación,
gestión, financiación, participación y condiciones genera-
les de concesión de ayudas.

En base a esta nueva filosofía de Acción Social se esta-
blecerán nuevos criterios generales de adjudicación de
ayudas, y a tal efecto se determinarán fórmulas de valora-
ción de rentas, con objeto de priorizar las solicitudes en
atención a la situación familiar de los solicitantes.

El Decreto 78/2000, de 5 de octubre, por el que se regu-
laba la Acción Social para el personal al servicio de la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma de Cantabria esta-
blecía el ámbito subjetivo de aplicación para todo el personal
a su servicio, así como la relación de las distintas clases de
ayuda que, aún sin carácter de lista cerrada, mejor respon-
dieran a las necesidades sociales objeto de satisfacción.

Por otra parte, y con la finalidad de hacer partícipe al per-
sonal destinatario de las ayudas, se creó la Comisión de
Acción Social como órgano de participación en la gestión de
las ayudas, integrado de forma paritaria por los representan-
tes sindicales de aquél y miembros de la Administración.

Como consecuencia de la ampliación del personal al
servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma
de Cantabria derivado de la transferencia del personal
estatutario, integrado por Ley 10/2001, de 28 de diciem-
bre, en el Servicio Cántabro de Salud y tras el Acuerdo
suscrito entre la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria y las Organizaciones Sindicales repre-
sentadas en la Mesa General de Negociación y en el
Comité de Empresa se decidió que las Ayudas de Acción
Social tanto del personal estatutario referenciado como
del personal docente que había sido transferido a la
Comunidad Autónoma de Cantabria con efectos de 1 de
enero de 1999 se regulasen de forma independiente.

Por ello, se cree necesario la redacción de una nueva
regulación de la Acción Social, en los términos anterior-
mente expuestos, en aras a proceder a su adaptación a
las necesidades de la sociedad actual.

El presente Decreto se ha negociado con las Organiza-
ciones Sindicales.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Presidencia,
Ordenación del Territorio y Urbanismo y previa delibera-
ción del Consejo de Gobierno en su reunión de        21 de
julio de 2005, dispongo:

CAPÍTULO I

Objeto y ámbito de aplicación
Artículo 1. Objeto.
El presente Decreto tiene por objeto establecer el régi-

men jurídico de las ayudas económicas de Acción Social
del personal al servicio de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria, que anualmente puedan
ser convocadas.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Con carácter general, el presente Decreto será de

aplicación al personal incluido dentro del artículo 4 de la
Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función
Pública, en función de la naturaleza jurídica de su relación
con la Administración de la Comunidad Autónoma de
Cantabria y del tipo de ayuda a conceder, con las exclu-
siones que se señalan:

a) El personal eventual regulado en el artículo 8 de la
Ley de Cantabria 4/1993, de 10 de marzo, de la Función
Pública.

b) El personal docente, que se regirá por su normativa
específica.

c) El personal de las Instituciones Sanitarias del
Servicio Cántabro de Salud, que se regirá por su norma-
tiva específica.

d) El personal de las sociedades mercantiles públicas y
otras instituciones autonómicas.

2.- El ámbito subjetivo de aplicación a la regulación del
seguro colectivo será la que se establece en la presente
norma.

CAPÍTULO II

Régimen jurídico
Artículo 3. Requisitos generales.
1. Podrá solicitar las ayudas que se convoquen el per-

sonal que en la fecha de convocatoria se encuentre en
algunas de las siguientes situaciones, sin perjuicio de las
limitaciones que se establezcan en cada orden anual de
convocatoria:

- Servicio Activo.
- Servicios Especiales
- Excedencia por cuidado de familiares.
- Excedencia, o suspensión del contrato de trabajo en

su caso, por razón de violencia de género.
- Excedencia forzosa.
2. Los interinos y el personal laboral temporal podrán

solicitar las ayudas de Acción Social que se convoquen, a
excepción de las reguladas en el artículo 16 del presente
Decreto, cuando en la fecha de la convocatoria estuviesen
prestando efectivamente sus servicios a la Administración
de la Comunidad Autónoma y además tengan acreditado
un tiempo igual o superior a seis meses de servicio en el
año anterior a la fecha de publicación de la correspon-
diente convocatoria.

3. Quienes no hayan prestado sus servicios durante la
totalidad del período a que se refiera la convocatoria de
ayuda, solamente percibirán ayudas correspondientes a
gastos realizados durante dicho tiempo, en cuantía pro-
porcional al tiempo que estuvieron en cualquiera de las
situaciones administrativas contempladas en el párrafo
primero de este artículo, salvo para aquellas ayudas que
expresamente se especifiquen.

4. Igualmente podrán acceder a las ayudas de estudios
y por hijo menor, con las limitaciones que, en su caso, se
establezcan en la Orden de convocatoria, los huérfanos
del personal al servicio de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria que en el momento del
fallecimiento se encontrara en alguna de las situaciones
administrativas reguladas en el apartado primero de este
artículo, siempre que el fallecimiento se produzca dentro
del ámbito temporal de cada convocatoria.

Artículo 4. Incompatibilidades.
1. Las ayudas serán incompatibles con la percepción de

otras de naturaleza similar concedidas por cualquier orga-
nismo o entidad pública o privada, salvo que fueran de cuan-
tía inferior, en cuyo caso, si se acredita documentalmente su
naturaleza y cuantía, podrá solicitarse la diferencia.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, las ayu-
das por gastos sanitarios previstas en el artículo 14 se
regirán por lo establecido en el mismo.

2. En los casos de matrimonio en que ambos cónyuges
sean personal al servicio de la Administración de la
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Comunidad Autónoma de Cantabria, solamente uno de
ellos podrá solicitar aquellas ayudas que tengan por
objeto sufragar los gastos generados por los hijos.

En los supuestos de separación, divorcio o nulidad de
matrimonio, tendrá prioridad para solicitar la ayuda el que
ostente la guarda y custodia, debiendo justificar docu-
mentalmente esta circunstancia; sin embargo, cuando la
custodia sea compartida, se aplicará lo dispuesto en el
párrafo anterior.

3. En caso de ayuda por vivienda sólo se podrá conceder
la misma a un único solicitante por cada vivienda, salvo que
la vivienda estuviera adquirida con un porcentaje de partici-
pación, en cuyo caso se concederá en función del porcen-
taje de participación de cada propietario pudiendo existir, por
tanto, tantas ayudas de vivienda como propietarios tenga la
misma, siempre y cuando la suma de las diversas ayudas
no exceda del cien por cien del importe a conceder si la
vivienda tuviese un único propietario.

4. La cuantía máxima por cada una de las ayudas con-
vocadas, así como la cuantía máxima que pueda percibir
cada empleado público, será determinada en la convoca-
toria anual de ayudas.

Artículo 5. Otros requisitos.
1.- Con carácter general, se establecerán en la orden de

convocatoria fórmulas de valoración de rentas con el
objeto de priorizar las solicitudes en atención a la situa-
ción familiar de los solicitantes.

Artículo 6. Financiación.
En los Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-

noma de Cantabria se consignará, en su caso, la partida
que se destine a financiar la Acción Social.

En todo caso el reconocimiento de las ayudas regula-
das en este Decreto quedará supeditada a la existencia y
suficiencia del correspondiente crédito presupuestario.

CAPÍTULO III

De la convocatoria anual de ayudas
Artículo 7. Convocatoria anual.
1. Las ayudas de Acción Social del personal de la Admi-

nistración de la Comunidad Autónoma de Cantabria al que
resulta de aplicación el presente Decreto, se convocarán
anualmente por Orden del Consejero de Presidencia,
Ordenación del Territorio y Urbanismo, o en su caso el titu-
lar de la Consejería a la que esté adscrito el organismo
autónomo convocante de las ayudas, y serán publicadas
en el BOC.

2. En la convocatoria se determinarán las ayudas de
Acción Social que se convocan, indicando el crédito pre-
supuestario existente para cada tipo de ayuda, y que-
dando el reconocimiento de cualquiera de las ayudas
supeditado a la existencia y suficiencia del correspon-
diente crédito presupuestario.

3. Las cuantías correspondientes a cada tipo de ayudas,
así como los baremos de distribución en su caso, serán
objeto de determinación en la convocatoria anual. E igual-
mente se determinará en la convocatoria el importe
máximo que, por cada tipo de ayuda, puede percibir cada
empleado.

4. Además de las modalidades establecidas en el Capí-
tulo cuarto, en cada convocatoria anual podrán incluirse
ayudas que respondan a otras necesidades sociales.

Artículo 8. Tramitación de las ayudas.
Con carácter general, las solicitudes de ayudas serán

tramitadas por la Dirección General de Función Pública,
correspondiendo a la Comisión de Acción Social su eva-
luación.

La Comisión de Acción Social, una vez valoradas las
solicitudes presentadas, informará a la Dirección General
de Función Pública, formulando seguidamente propuesta
de resolución al Consejero de Presidencia, Ordenación
del Territorio y Urbanismo.

La resolución, debidamente motivada, será notificada
mediante publicación, tanto en los tablones de anuncios
de las distintas Consejerías como en la red intranet del
Gobierno de Cantabria.

El plazo máximo para resolver y notificar será de seis
meses, contados a partir de la fecha de publicación de la
convocatoria. Transcurrido el plazo de seis meses sin que
haya sido notificada resolución expresa, la solicitud se
entenderá, tal y como establece la Ley de Cantabria
6/2002, de 10 de diciembre, de Régimen Jurídico del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria, desestimada.

Artículo 9. Pago de las ayudas.
1. El importe de las ayudas concedidas se abonará

mediante su inclusión en la correspondiente nómina de
personal, salvo en aquellos supuestos en los que no se
perciban retribuciones, en cuyo caso se abonará mediante
transferencia bancaria o cheque nominativo.

2. Las cantidades pagadas en concepto de ayudas de
Acción Social serán objeto de retención a cuenta del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de
acuerdo con la normativa vigente.

CAPÍTULO IV

De las ayudas
Artículo 10. Ayuda de vivienda.
Se podrá conceder ayudas para la adquisición de la pri-

mera vivienda o para la rehabilitación de la vivienda habi-
tual, consistente en una cantidad susceptible de coadyu-
var a los gastos derivados de la adquisición de vivienda en
el primer supuesto, o de los gastos de rehabilitación en el
segundo.

En el caso de rehabilitación la ayuda consistirá en la
entrega de una cuantía que será proporcional a los gastos
que se justifiquen.

Artículo 11. Ayuda de estudios.
Tiene por objeto contribuir a sufragar los gastos ocasio-

nados a los empleados públicos por los estudios que, con
carácter general, cursen ellos o sus hijos con edades
comprendidas entre los tres y los veinticinco años, siem-
pre que, en este caso, los hijos con edades entre diecio-
cho y veinticinco años no tengan rentas o ingresos supe-
riores al salario mínimo interprofesional. Para devengar el
derecho a la percepción de esta ayuda dichos estudios
deberán hallarse en alguno de los siguientes grupos:

- Grupo I:
- Educación Infantil.
- Educación Primaria.
- 1º y 2º de Enseñanza Secundaria Obligatoria.
-Grupo II:
- 3º y 4º de Enseñanza Secundaria Obligatoria.
- Estudios de Bachillerato.
- Formación Profesional.
- Estudios en Escuela Oficial de Idiomas, Conservato-

rios y Cursos de Acceso a la Universidad.
- Grupo III:
- Estudios de nivel universitario realizados en Universi-

dades públicas o privadas que respondan a un plan de
estudios aprobado por el Ministerio de Educación y Cien-
cia o por el organismo correspondiente en las Comunida-
des Autónomas con competencias transferidas en materia
de educación y cuya terminación suponga la obtención de
un título académico de este nivel, o título homologable con
la titulación española si los estudios se efectúan en una
Universidad pública de un país perteneciente a la Unión
Europea.

- Estudios de Doctorado.
- Estudios de programas de postgrado impartidos por

Universidades públicas o privadas.
Las ayudas por estudios de postgrado se abonarán úni-

camente por los estudios realizados por el empleado
público.
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Artículo 12. Ayuda por hijo menor de tres años.
Esta ayuda tiene por objeto colaborar en los gastos que

ocasionan al empleado público la atención requerida por
sus hijos menores de tres años, con independencia de
que éstos asistan a Guarderías o Centros o Aulas de Edu-
cación Preescolar.

Si una vez concedidas las ayudas quedara cantidad dis-
ponible de la asignada en la convocatoria anual a este tipo
de ayudas, el remanente se destinará a aumentar la
correspondiente a la ayuda de estudios.

Artículo 13. Ayuda por hijo discapacitado.
Esta ayuda tiene por objeto colaborar en los gastos que

ocasionan al empleado público la atención requerida por
sus hijos discapacitados, con independencia de la edad
de éstos, siempre que tengan un grado de minusvalía
igual o superior al treinta y tres por ciento y no tengan ren-
tas o ingresos superiores al salario mínimo interprofesio-
nal.

Si una vez concedidas las ayudas quedara cantidad dis-
ponible de la asignada en la convocatoria anual a este tipo
de ayudas, el remanente se destinará a aumentar la
correspondiente a la ayuda de estudios.

Artículo 14. Ayuda por gastos sanitarios.
Su objeto es contribuir a sufragar los gastos que en el

área de salud y, especialmente, por la adquisición o
implantación de prótesis oculares, dentarias, auditivas y
ortopédicas, tengan que soportar los empleados públicos
por los gastos originados por ellos o por sus hijos meno-
res de dieciocho años, o hijo con edades comprendidas
entre dieciocho y veinticinco años que no tengan rentas o
ingresos superiores al salario mínimo interprofesional, o
por su cónyuge siempre que no tenga rentas o ingresos
superiores al salario mínimo interprofesional.

Para acceder a esta ayuda el nombramiento o contrato
del empleado público ha de ser igual o superior a ciento
ochenta días y no tener estos derechos cubiertos por el
Régimen Especial de Seguridad Social de los Funciona-
rios Civiles del Estado.

No podrá percibir ninguna de estas ayudas el personal
al servicio de la Administración de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria que tenga derecho a las mismas por
el sistema de protección social al que estuviere adscrito o
por cualquier otro título.

CAPÍTULO V

Del seguro colectivo y los anticipos.
Artículo 15. Seguro colectivo.
Se concertará un seguro colectivo para cubrir los ries-

gos de invalidez permanente derivada de accidente en
sus distintos grados, y muerte. Dicho seguro dará cober-
tura a todo personal al servicio de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Cantabria, con exclusión del
personal señalado en los párrafos a) y c) del artículo 2.1
del presente Decreto.

Artículo 16. Anticipos. Regulación.
Al objeto de hacer frente a gastos económicos de natu-

raleza extraordinaria se concederán anticipos, dentro de
los límites presupuestarios, por un importe máximo
correspondiente a dos mensualidades de retribuciones
íntegras del solicitante.

No se podrá solicitar nuevos anticipos hasta que haya
transcurrido un año desde el reintegro del último anticipo
concedido.

Sólo podrán ser beneficiarios de esta clase de ayudas
los funcionarios de carrera y el personal laboral fijo al
servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma
de Cantabria incluido en el ámbito subjetivo de aplicación
de este Decreto, regulado en su artículo 2.

El procedimiento para la concesión de este tipo de ayu-
das será el establecido en el Decreto 38/1989, de 18 de
mayo.

CAPÍTULO VI

De la Comisión de Acción Social
Artículo 17. Composición.
1. La Comisión de Acción Social es el órgano encar-

gado de la evaluación y propuesta de resolución de las
ayudas incluidas en las convocatorias anuales de Acción
Social, que se dicten al amparo del presente Decreto.

2. La Comisión de Acción Social tendrá carácter parita-
rio, y estará compuesta por un único representante de
cada uno de los sindicatos que hayan obtenido represen-
tación en la Junta de Personal de Administración General
o en el Comité de Empresa, y por igual número de repre-
sentantes de la Administración.

3. El nombramiento de los miembros de dicha Comisión
se realizará mediante Resolución del Consejero de Presi-
dencia, Ordenación del Territorio y Urbanismo, desig-
nando de entre sus miembros el presidente y el secreta-
rio, así como sus suplentes. En cuanto al régimen de
funcionamiento de la Comisión de Acción Social, se
estará a lo dispuesto en la Ley de Cantabria 6/2002, de
Régimen Jurídico del Gobierno y de la Administración de
la Comunidad Autónoma de Cantabria.

4. Los miembros de la Comisión observarán la necesa-
ria confidencialidad con respecto a las informaciones o
datos de índole personal que conozcan a través de los
expedientes tramitados.

Artículo 18. Funciones.
1. Son funciones de la Comisión de Acción Social:
- Verificar los requisitos exigidos a los solicitantes y exa-

minar la documentación justificativa presentada por los
mismos.

- Evaluar las solicitudes y proponer la concesión o dene-
gación de las ayudas, con sujeción a las normas que
regulan las mismas y a los principios de equidad y objeti-
vidad, sin perjuicio de las limitaciones presupuestarias
que existan.

- Proponer al órgano competente la revocación de las
ayudas concedidas cuando sobrevengan o se tenga cono-
cimiento de circunstancias que impongan tal decisión.

- Aquellas otras que pudieran establecerse en materia
de Acción Social.

2. La Comisión de Acción Social será puntualmente
informada de todas las ayudas que se concedan con
cargo al Fondo de Acción Social.

3. La Comisión de Acción Social propondrá al Conse-
jero de Presidencia, Ordenación del Territorio y Urba-
nismo, la modificación de los créditos establecidos para
cada modalidad de ayuda si, a la vista de las solicitudes
presentadas, se comprueba la existencia de remanente
en la cantidad asignada a una o varias ayudas. Dicho
remanente cubrirá las necesidades detectadas en otras
ayudas, según el orden de prelación que se establezca
para cada anualidad.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
Todas las referencias efectuadas al matrimonio, en el

presente Decreto y en las normas reglamentarias que en
su desarrollo se dicten, se entenderán realizadas también
a las parejas de hecho en los mismos términos que dis-
pone la Ley de Cantabria 1/2005, de 16 de mayo, de Pare-
jas de Hecho.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Queda derogado el Decreto 78/2000, de 5 de octubre, y

cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opon-
gan a lo establecido en la presente disposición.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA
Se faculta al Consejero de Presidencia, Ordenación del

Territorio y Urbanismo  para dictar cuantas disposiciones
sean necesarias para la aplicación o desarrollo de la pre-
sente norma.
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DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA
El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de

su publicación en el BOC.
Santander, 21 de julio de 2005.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO,
Miguel Ángel Revilla Roiz

EL CONSEJERO DE PRESIDENCIA, ORDENACIÓN
DEL TERRITORIO Y URBANISMO,

José Vicente Mediavilla Cabo
05/9865

AYUNTAMIENTO DE CASTRO URDIALES

Información pública de la aprobación definitiva de la Orde-
nanza Fiscal, 8.2, Precio Público por la Prestación del
Servicio de Inmovilización, Depósito y Retirada de
Vehículos de la Vía Pública.

Por el Ayuntamiento Pleno, en sesión celebrada el día
10 de mayo de 2005, se adopto el siguiente acuerdo.

Aprobar provisionalmente, la Ordenanza Fiscal, número
8.2.- Precio Público por la prestación del servicio de inmo-
vilización, depósito y retirada de vehículos de la vía
pública, la cual habrán de regir a partir de su publicación
definitiva en el Boletín Oficial de Cantabria.

Se expuso al público mediante edicto publicado en el
BOC número 103 de 31 de mayo de 2005, y tablón de
edictos de este Ayuntamiento.

No habiéndose formulado alegaciones ni reclamaciones
durante el período legal de exposición pública, el acuerdo
ha sido elevado a definitivo, siendo el texto íntegro de la
Ordenanza el que se detalla en el anexo.

Contra este acuerdo los interesados podrán interponer
recurso contencioso – administrativo ante la Sala corres-
pondiente del T.S.J.C. en el plazo de dos meses a contar
desde el día siguiente de esta publicación en el B.O.C.

Lo que se hace público para general conocimiento de
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 17 y 47 del Real
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales y 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases de Régimen Local.

En Castro Urdiales, 19 de julio de 2005.–El alcalde, Fer-
nando Muguruza Galán.

Nº 8.2 PRECIO PÚBLICO POR LA PRESTACIÓN DEL
SERVICIO DE INMOVILIZACIÓN, DEPÓSITO Y RETI-

RADA VEHÍCULOS DE LA VÍA PÚBLICA

FUNDAMENTO LEGAL
Artículo 1
Al amparo de lo previsto en los artículos 41 del Real

Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se
aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales, de conformidad con lo que disponen
los artículos 15 a 19 de dicho texto legal, este
Ayuntamiento establece el siguiente precio público.

HECHO IMPONIBLE
Artículo 2
El hecho imponible estará constituido por la prestación

de los siguientes servicios:
a) La retirada de la vía pública y depósito de aquellos

vehículos abandonados o que perturben, obstaculicen o
entorpezcan la libre circulación de vehículos y peatones.

b) La  inmovilización  de  los  vehículos  antirreglamen-
tariamente aparcados.

SUJETO PASIVO
Artículo 3
Serán sujetos pasivos los conductores de los vehículos

objeto del servicio y subsidiariamente, el titular de los mis-

mos, salvo en los casos de utilización ilegítima por parte
del conductor, esta circunstancia deberá ser acreditada
mediante  la correspondiente denuncia.

CUOTA TRIBUTARIA
Artículo 4
1. La cuota será el resultado de aplicar la siguiente tarifa:

Epígrafe 1. Retirada de vehículos:
a) Motocicletas, ciclomotores, triciclos, bicicletas, moto-

carros y demás  vehículos de características análogas:
20 euros.

b) Automóviles de turismo y furgonetas, furgones,
camionetas y demás vehículos de características análo-
gas con tara de hasta 1500 kgr: 75 euros.

c) Camiones, tractores, remolques, camionetas, furgo-
netas y demás vehículos de características análogas, con
tara superior a  1500 kgr: 170 euros

La tarifa del apartado c) se consideraría mínima por lo
que de precisar el Ayuntamiento la contratación de
servicios ajenos la tasa se corresponderá con el coste real
de aquél.

Epígrafe 2. Depósito de vehículos:
a) Vehículos incluidos en el apartado a) del epígrafe 1

por día o fracción: 3 euros.
b) Vehículos incluidos en los apartados b) epígrafe 1 por

día o fracción: 5 euros.
c) Vehículos incluidos en el apartado c) del epígrafe 1

por día o fracción: 10 euros.

Epígrafe 3. Inmovilización de vehículos:
a) Vehículos incluidos en el apartado a) del epígrafe 1,

por espacio no superior a 24 h: 6 euros.
b) Vehículos incluidos en los apartados b) del epígrafe 1

por espacio no superior a 24 h: 25 euros.
c) Vehículos incluidos en los apartados c) del epígrafe 1

por espacio no superior a 24 h: 85 euros.
d) Por cada día más que esté colocado el aparato inmo-

vilizador: 6 euros.

2. Inicio de los trabajos
Cuando se hayan iniciado los trabajos para la retirada

del vehículo, pero no se haya completado el traslado del
mismo hasta el depósito municipal debido a la presencia
del sujeto pasivo, se aplicará las cuotas siguientes:

A. Motocicletas, ciclomotores, triciclos, bicicletas, moto-
carros y demás vehículos de características análogas: 5
euros.

B. Automóviles de turismos y furgonetas, furgones,
camionetas y demás vehículos de características análo-
gas con tara hasta 1.500 kgr: 15 euros.

C. Camiones, tractores, remolques, camionetas, furgo-
netas y demás vehículos de características análogas, con
tara superior a 1.500 kgr: 35 euros.

3. La  cuota  por  retirada  de  vehículos  se  completará
con la correspondiente del Epígrafe 2º por depósito de los
mismos, a excepción de los vehículos embargados por el
Ayuntamiento.

DEVENGO
Artículo 5
La tasa se considerará devengada en el momento en

que se inicie la prestación del servicio.

GESTIÓN TRIBUTARIA
Artículo 6
No serán devueltos a sus propietarios o a persona auto-

rizada ninguna de los vehículos que hubieran sido objeto
de los servicios citados, mientras no se haya hecho efec-
tivo el pago de los derechos establecidos, salvo que, en
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